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H. CONGRESO DEL ESTADO
PRESENTE.
Quien suscribe, en mi carácter de diputada a la Sexagésima Sexta Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional y en su representación, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 68, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Chihuahua; así como 167, fracción I y 168 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, acudo ante esta H. Representación Popular con la finalidad de presentar Iniciativa con carácter de acuerdo en el marco del 65 Aniversario del Derecho al Voto en México para exhortar al Congreso de la Unión y a los Congresos de las entidades federativas que aún no tienen en el Código Penal el delito de Violencia Política contra las Mujeres en razón de género para que lo tipifiquen, en base a la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Este día es necesario iniciar dando las gracias a todas las mujeres que durante siglos han venido construyendo el camino para avanzar en el reconocimiento de nuestros derechos políticos para arribar a la paridad numérica.
La lucha por los derechos de las mujeres se remonta en la historia a escritos de mujeres que, por lo menos desde 1640 argumentaban contra la discriminación y demandaban el reconocimiento a la igualdad. 

Al construir la vida pública la ciudadanía fue un planteamiento masculino del que una vez más quedamos excluidas las mujeres, ya que la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano no consideró a las mujeres y omitió considerar la Declaración de los Derechos de la Mujer y de la Ciudadana de Olympe de Gouges (1791).

En esta revolución ciudadana que surgió con la Revolución Francesa se establece la libertad y la autonomía personal, rompe todo nexo de subordinación, con un nuevo orden social basado, aparentemente en la voluntad de todos, y digo aparentemente, ya que para ejercer dicha ciudadanía se necesitaba cubrir ciertos requisitos como ser varón, propietario e incluso ser habitante de la ciudad, quedando así excluidos otros hombres y por supuesto todas las mujeres.

“La filosofía política occidental niega a la mujer su calidad de sujeto moral racional; no la reconoce como un sujeto con capacidad de juicio y de elección, sino que la considera como menor de edad que tiene, por tanto, que vivir bajo la tutela del varón.

Entonces, el mundo moderno no transforma las categorías de exclusión de la mujer que se habían establecido en el pensamiento religioso o en el pensamiento clásico, sino que las inscribe dentro de un nuevo discurso que por el contrario las legitima”
.

A similitud de lo que había ocurrido años antes en Europa y Estados Unidos, las primeras manifestaciones a favor de la equidad de género en México fueron protagonizadas por mujeres de clase media y alta, generalmente escritoras y periodistas, fundadoras de revistas feministas, y muchas más. En 1903, las escritoras Belén y Elisa Acuña Rossetti se destacaron como activistas políticas del Club Ponciano Arriaga, de los hermanos Flores Magón. Un año más tarde Columbia Rivera, María Sandoval de Zarco y Dolores Correa Zapata, fundaron la revista Mujer Mexicana.

Sin embargo, el activismo de estas mujeres se encontraba muy lejos de centrarse en la demanda del voto femenino, su crítica fundamental era el Código Civil, vigente desde 1884.

Este Código negaba a las mujeres casadas el derecho al divorcio, a la administración de su propiedad, o incluso a decidir sobre la educación de sus hijas e hijos, subraya Peschard en su artículo, publicado en El voto de la mujer en México, que editó el Instituto Electoral de Quintana Roo en 2006.

Es de destacar que, ya como gobernantes, algunos líderes revolucionarios impulsaron en el sureste reformas y programas para mejorar la condición de las mujeres. Ejemplo de ello fue lo hecho por Salvador Alvarado, en 1915 en Yucatán, que impulsó el reconocimiento de los derechos laborales de las mujeres, subrayando la importancia de la educación como herramienta para combatir la discriminación
.
Así, con la finalidad de extender la preocupación y discusión sobre el problema surgió la necesidad de revisar el Código Civil, más allá de las fronteras yucatecas. Por lo que se organizaron en 1916 sendos congresos feministas a la par que se realizaban congresos internacionales y regionales de mujeres en países latinoamericanos.

En México, los primeros logros con relación a la igualdad política electoral surgen en 1916, se indica en Fechas conmemorativas; una visión de género, publicado por INMUJERES, cuando en Chiapas, Tabasco y Yucatán se reconoce la igualdad jurídica para que las mujeres pudieran votar y ser elegidas en puestos públicos de representación popular, lo anterior a raíz del primer congreso feminista celebrado en Yucatán el 13 de enero de 1916. 
Posteriormente, en 1922, en Yucatán se reconoce nacionalmente el derecho de las mujeres a participar en elecciones municipales y estatales.

En mayo de 1923 se convocó al Primer Congreso Nacional Feminista de la Ciudad de México. Sus principales demandas, la igualdad civil para que la mujer pudiera ser elegible a cargos administrativos y el decreto de la igualdad política y la representación parlamentaria por parte de agrupaciones sociales.

Como consecuencia de este Congreso y gracias a la firmeza de las mujeres que durante tantos años habían insistido en obtener la igualdad de derechos, el 13 de julio de 1923, en San Luis Potosí se aprueba la ley que permite a las mujeres alfabetizadas participar en procesos electorales.

Es hasta 1947, durante el gobierno de Miguel Alemán, cuando se reconoce a nivel nacional, el derecho de las mexicanas a votar y ser votadas en los procesos municipales, sin embargo, no lo hizo a nivel federal.

Y fue hasta el 17 de octubre de 1953, que el presidente Adolfo Ruiz Cortines, expide la reforma al artículo 34 Constitucional en el que se reconoce a las mujeres la ciudadanía y con ello su derecho a votar y ser electas para cargos de elección popular.

En el Estado de Chihuahua las mujeres también hemos recorrido un largo camino para el ejercicio efectivo de nuestros derechos políticos, es importante reconocer la labor de las integrantes del Grupo Promotor de los Derechos Políticos de las Ciudadanas (GPDPC), que desde 1996 impulsó reformas a la Ley Electoral del Estado para que se estableciera la cuota del 70/30, con lo que se incrementó la participación de las mujeres en las regidurías para llegar a un 45%.

Esta reforma no implicó un cambio significativo en la representación de las mujeres en los cargos de elección popular, en virtud de que los partidos políticos utilizaron varias estrategias para seguir con la mayoría de candidaturas de hombres, una de ellas fue colocarlos en los primeros lugares de las listas de representación proporcional, por lo que la participación política de las mujeres se vio limitada.
Ante esta situación el GPDPC reanuda trabajos hacia el año 2007, y realiza un análisis del comportamiento electoral de ese mismo año, de la que surge una propuesta para contrarrestar las estrategias de los partidos políticos que limitaban la participación política de las mujeres. La mencionada propuesta consistía en reformar la Ley Electoral del Estado de Chihuahua y la Constitución Política del Estado de Chihuahua, a efecto de que se contemplara la paridad electoral con varios candados que impedirían que se siguiera dejando al arbitrio de los partidos políticos dar cumplimiento a la postulación de candidaturas en un porcentaje de 50/50, así como la alternancia en las listas por el principio de representación proporcional, y que en las candidaturas propietarias de mujeres la suplente fuera también mujer, a efecto de evitar que hubiera renuncias de mujeres y quedaran hombres en la titularidad de los cargos.

También se llevaron a cabo diversas actividades de cabildeo y difusión de dichas iniciativas de reforma, que se presentaron al Congreso del Estado y que fueron el antecedente directo para que se estableciera en la “Nueva Ley Electoral” publicada en septiembre de 2009 la paridad electoral.

Aún y cuando la aprobación de esta reforma no incluyó todas nuestras propuestas, trajo ciertas ventajas, pues se aprobó que el 2% del presupuesto ordinario de los partidos políticos se destinara a la capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo político de las mujeres y se estableciera que el 15% de dicho presupuesto debía destinarse a mecanismos con perspectiva de género para incentivar la participación política de las mujeres, se dejó una cláusula de excepción que hizo nugatoria la aplicación del principio de paridad electoral para el proceso electoral de 2010, por lo que el GPDPC siguió realizando análisis, actividades y propuestas a efecto de que se hiciera efectiva la mencionada paridad.

En el año 2013, ante la emisión del Instituto Estatal Electoral de los criterios para la postulación de candidaturas a cargos de elección popular, que permitía que la paridad electoral se aplicara optativamente, el GPDPC impulsó la interposición de Juicios de Protección de los Derechos Político Electorales del Ciudadano, por lo que dos militantes del Partido Acción Nacional
 y dos del Partido de la Revolución Democrática
 interpusieron dichos juicios y obtuvieron sentencias favorables, por lo que los partidos políticos se vieron obligados a modificar candidaturas que tenían ya otorgadas a hombres y postular a mujeres, por lo que en el año 2013 fue la primera vez en la historia del Congreso del Estado que hubo 42% de mujeres.

Hemos visto como la lucha de las mujeres en Chihuahua, a la par de los criterios emitidos por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación a través de diversas sentencias en favor del avance de la participación política de las mujeres, ha hecho posible un incremento desde el 2007 al 2018. Tenemos el caso de presidencias municipales de tener un 3% en el 2007 pasamos al 34% en 2016 y 25% en 2018; en cuanto a diputadas ha ido aumentando en cada Legislatura de la siguiente manera: 21% de mujeres en 2007, 2010 hubo un 21%, en 2013 pasamos a un 42% y 51% en el 2016, actualmente un 45.45%, por lo que hubo una disminución.
	Año
	Regidurías
	Síndicaturas
	Presidencias  Municipales
	Diputaciones MR
	Diputaciones RP

	 
	H
	M
	H
	M
	H
	M
	H
	M
	H
	M

	2007
	57%
	43%
	78%
	22%
	97%
	3%
	86%
	14%
	64%
	36%

	2010
	50%
	50%
	85%
	15%
	97%
	3%
	91%
	9%
	64%
	36%

	2013
	50%
	50%
	88%
	12%
	97%
	3%
	60%
	40%
	55%
	45%

	2016
	50%
	50%
	52%
	48%
	66%
	34%
	60%
	40%
	49%
	51%

	2018
	49%
	51%
	49%
	50.74%
	65%
	25%
	47%
	53%
	62%
	37.63%


Estos avances demuestran que el camino edificado hasta ahora lo hemos recorrido las mujeres juntas, diversas y diferentes, y hemos sido capaces de construir e impulsar alianzas estratégicas y dejar a un lado nuestras diferencias con el objetivo de avanzar hacia la igualdad.

La humanidad está conformada por mujeres y hombres, por ello unas y otros debemos participar en la construcción del mundo, en la toma de decisiones y fortalecer el principio de paridad. 

Más allá del derecho a votar y ser electas, el sufragio debe ser un proceso de construir ciudadanía bajo los principios de inclusión, igualdad y universalidad. De ahí que la inclusión de las mujeres con plenos derechos en igualdad de condiciones y con las mismas oportunidades que los hombres sea consustancial al proceso de reforma de la cultura democrática que debe conducir también a la democracia paritaria. 

El concepto de democracia paritaria
 trasciende lo meramente político y por tanto no puede limitarse a incrementar el porcentaje de representación política de las mujeres, sino también a impulsar un nuevo equilibrio social entre mujeres y hombres en el que ambos asuman responsabilidades compartidas en todas las esferas de sus vidas públicas y privadas.

Los avances a los que nos hemos referido han generado un mayor número de mujeres participando en los cargos de elección popular y de toma de decisiones, lo que ha traído consigo un incremento de violencia contra las mujeres, razón por la que a la fecha no es posible el ejercicio pleno de los derechos políticos para las mujeres.

En el 2016, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) recibió 48 asuntos en los que se alega violencia política contra las mujeres en razón de género, y 37 casos al 2 de octubre de 2017. Lo que da un total de 85.
 
La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación recibió 39 casos recibió 39 casos, seguido de la Sala Regional de Xalapa, con 27; la Sala Regional Especializada, con 9; la Sala Regional Toluca, con 8, y la Sala Regional Guadalajara y Monterrey con un caso cada una.

De estos asuntos, 31 fueron declarados infundados; 18 resueltos por la vía de acuerdos; 13 fundados; 13 sobreseídos y uno no interpuesto.

El Observatorio Nacional Ciudadano (ONC) catalogó el de 2017-2018 como el proceso electoral más violento en la historia de México, al presentar el estudio "Delitos electorales, incidencia y evolución más allá de los partidos políticos"
, el director 
general del ONC, Francisco Rivas Rodríguez, señaló que el último proceso electoral estuvo marcado por la violencia y la incidencia de presuntos delitos contra la clase política. Tan solo durante todo el 1º de julio, se reportaron al menos 138 agresiones y 7 asesinatos contra políticos en 26 entidades
.
El documento contiene un análisis de los delitos cometidos en las elecciones de 2017-2018, uno de los hallazgos principales nos refiere al dato de la consultora Etellekt, que contabilizó 774 agresiones contra políticos y 429 contra funcionarios no electos, es decir, funcionarios designados cuyos cargos de responsabilidad no dependen de procesos electorales, 152 políticos y 371 funcionarios privados de la vida, de los 152 políticos 19 eran mujeres. En  2018 se registraron 185 agresiones a mujeres
. 
De acuerdo con datos del Secretariado del Sistema Nacional de Seguridad Pública (SSNSP), Nuevo León, Oaxaca, Jalisco, Zacatecas y San Luis Potosí fueron los estados con más carpetas de investigación iniciadas por delitos electorales del fuero común hasta julio de 2018.

Las entidades donde se abrieron más carpetas de investigaciones por delitos electorales del fuero federal fueron Quintana Roo, Baja California Sur, Chiapas y Campeche.

Entre 2013 y 2017, al menos 87 de cada 100 expedientes judiciales iniciados y 95 de cada 100 expedientes determinados pertenecieron al fuero federal, de acuerdo con la FEPADE.

Más de la mitad de las denuncias que recibió la FEPADE provinieron del Instituto Nacional Electoral (INE) o de los organismos públicos locales electorales. Sin embargo, el grueso de las carpetas de investigación no llegó a las etapas más avanzadas del proceso penal.

Guerrero y Chihuahua registraron en 2017 agresiones a mujeres, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación recibió 37 denuncias por violencia contra políticas. Para Junio de 2018 la violencia contra las mujeres ya había cobrado la vida de 8 mujeres, según el recuento realizado por EL UNIVERSAL, las mujeres a las que se les privó de la vida son: Antonia Jaimes Moctezuma, candidata a diputada local en Chilapa Guerrero (21 de febrero de 2018), Dulce Anayely Rebaja Pedro y Guadalupe Payán Villalobos, candidatas a diputada local en Guerrero y a alcaldesa en Nuevo Casas Grandes, Chihuahua, respectivamente; Maribel Barajas Cortés, quien aspiraba a una diputación local en Múgica, Michoacán; Liliana García candidata a regidora en Ignacio Zaragoza, Chihuahua y Juana Iraís Maldonado, aspirante a diputada local en Huachinango, Puebla; Pamela Terán candidata a concejal en Juchitán de Zaragoza, Oaxaca (2 de junio de 2018); Rosely Magaña Martínez, candidata a regidora en Isla Mujeres, Quintana Roo (12 de junio de 2018).
En las pasadas elecciones, 790 candidatas resultaron electas para diferentes cargos en 119 municipios de Chiapas, donde enfrentan problemas solo por ser mujeres. De los 119 alcaldes electos 34 son mujeres.
En agosto pasado se dio a conocer que más de 60 mujeres fueron obligadas a renunciar a los cargos para los que fueron electas en Chiapas, con el fin de que los puestos fueran ocupados por hombres.

Aunado a lo anterior, Martha López Santiz síndica del Ayuntamiento de San Juan Cacuc, y 4 regidoras fueron golpeadas para impedirles que tomaran posesión, la síndica ya había denunciado amenazas por parte del alcalde, las agresiones fueron perpetradas por seguidores del alcalde del mencionado Ayuntamiento, José López López. 
Es precisamente en Chiapas donde varios hombres ejercerán las funciones de los cargos de elección popular, lo que hace evidente la simulación para cumplir con la paridad electoral, Roberto Pérez esposo de Alejandra Martínez del PRI es quien despacha en la presidencia municipal y hacía campaña por ella. 

También Manuela Martínez Ico, originaria del municipio de Mitontic, ganó las elecciones de la presidencia municipal de ese lugar, pero desde el primero de octubre quien gobierna es su esposo Erasto Ordoñez Rodríguez.

En un esfuerzo conjunto para fortalecer el ejercicio de los derechos político-electorales de las mujeres, el Tribunal electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), el Instituto Nacional Electoral (INE), la Fiscalía Especializada de Delitos Electorales (FEPADE), la Subsecretaría de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación (Subsecretaría DDHH), la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas (FEVIMTRA), el Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES), la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV), y la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM), generaron el Protocolo para la Atención de la Violencia Política contra las Mujeres en razón de Género, mismo en el que se recomienda al Poder Legislativo que resulta indispensable la creación de un marco normativo específico sobre violencia política contra las mujeres en razón de género, que faculte expresa y específicamente a las autoridades administrativas y jurisdiccionales para prevenirla, atenderla y sancionarla.

El mencionado protocolo es un avance, sin embargo dolo es para atender los casos de violaciones de derechos político-electorales de las mujeres durante el proceso electoral, por lo que resulta necesario generar un marco normativo que establezca la actuación de las diversas autoridades en el ejercicio de los cargos de elección popular y en aquellos de toma de decisiones fuera del proceso electoral. 

En virtud de la discrepancia entre los avances que en la vía legal se han dado con la realidad del ejercicio de los derechos políticos de las mujeres es pertinente verificar las Observaciones finales sobre el noveno informe periódico de México que presentó el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer el 25 de julio de 2018, en lo relativo a Participación en la vida política y pública.
El Comité acoge con satisfacción los progresos logrados por el Estado parte para aumentar la participación de las mujeres en la vida política y pública, en particular la creación del Observatorio de Participación Política de las Mujeres en México y el aumento del número de mujeres elegidas para ocupar cargos en elecciones recientes. Sin embargo, el Comité observa con preocupación:
a) Las barreras estructurales que impiden el acceso de las mujeres a la vida política y pública y, especialmente, que ocupen cargos, tanto por nombramiento como en los partidos políticos, con funciones decisorias; 

b) La discriminación racial y por razón de género en los partidos políticos, que sigue menoscabando la capacidad de las mujeres de presentarse como candidatas en elecciones estatales o municipales; 

c) El aumento de los actos de violencia política contra las mujeres, la falta de un marco normativo armonizado que tipifique como delito la violencia política y los bajos niveles de enjuiciamiento de los autores de esos actos, que pueden disuadir a las mujeres de presentarse a las elecciones en todos los planos, especialmente el municipal. 

El Comité reitera su recomendación al Estado parte de que aplique cabalmente la recomendación general núm. 23 (1997), sobre la mujer en la vida política y pública, con miras a acelerar la participación plena y en igualdad de condiciones de las mujeres en los poderes ejecutivo y judicial, especialmente en el plano local. Exhorta al Estado parte a que: 
a) Establezca objetivos y plazos precisos para acelerar la participación de las mujeres en pie de igualdad en todos los planos de la vida pública y política y a que cree las condiciones necesarias para la consecución de esos objetivos; 

b) Adopte medidas para combatir las prácticas discriminatorias de iure y de facto de los partidos políticos que desalientan a las mujeres, en particular las indígenas y las afromexicanas, a presentarse como candidatas en las elecciones federales, estatales o municipales; 

c) Adopte medidas, en consonancia con la recomendación general núm. 35, para armonizar la legislación estatal a fin de reconocer como delito la violencia política contra las mujeres, estableciendo responsabilidades claras en materia de prevención, apoyo, enjuiciamiento y sanción para las autoridades federales, estatales y municipales.
De lo hasta aquí expuesto se desprende la necesidad de que en todo el país se cuente con mecanismos de acceso a la justicia para las mujeres en casos de violencia política, a efecto de acabar con la impunidad y generar el cambio cultural libre de estereotipos de género.
Por lo antes expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los artículos invocados en el proemio, sometemos a su consideración con carácter de urgente resolución el siguiente:
ACUERDO
ÚNICO.- La Sexagésima Sexta Legislatura del Estado de Chihuahua, exhorta al Congreso de la Unión y a los Congresos de las entidades federativas que aún no tienen en el Código Penal el delito de Violencia Política contra las Mujeres en razón de género para que lo tipifiquen.

Dado en el Salón de Sesiones del H. Congreso del Estado, a dieciséis días del mes de octubre del año dos mil dieciocho.

Atentamente

	DIP. BLANCA GÁMEZ GUTIÉRREZ
	DIP. LUIS ALBERTO AGUILAR LOZOYA

	DIP. FERNANDO ÁLVAREZ MONJE
	DIP. GEORGINA ALEJANDRA BUJANDA RÍOS

	DIP. CARMEN ROCÍO GONZÁLEZ ALONSO
	           DIP. PATRICIA JURADO ALONSO

	DIP. MIGUEL FRANCISCO LA TORRE SÁENZ

	DIP. JORGE CARLOS SOTO PRIETO

	DIP. MARISELA TERRAZAS MUÑOZ
	DIP. JESÚS ALBERTO VALENCIANO GARCÍA



	DIP. JESÚS VILLARREAL MACÍAS


� CIUDADANÍA Y DERECHOS DE LA MUJER. Teresa Incháustegui Romero


� Jaqueline Peschard, su artículo medio siglo de participación política de la mujer en México (2006).


� Idem


� Idem


� Idem


� Blanca Amelia Gámez Gutiérrez y Olivia Alicia Sáenz Estrada.


� Monserrat Elvira Villarreal Torres y Alma Ivette Rodríguez Chacón.


� El concepto de democracia paritaria tuvo su primer hito en la Cumbre europea ¨Mujeres en el Poder¨ que aprueba la Declaración de Atenas, 1992. 


� Por supuesto la paridad en ningún caso va a ser ajena a otras variables, más allá de la condición de mujeres, como la etnicidad, el estatus social y económico, la edad y las discapacidades intelectuales o físicas, entre otras. 


� http://www.eluniversal.com.mx/elecciones-2018/violencia-politica-de-genero-cobra-la-vida-de-8-candidatas


� Ídem


� Ídem


� http://www.eluniversal.com.mx/articulo/francisco-rivas/nacion/delitos-electorales-incidencia-y-evolucion-mas-alla-de-los-partidos


� http://www.etellekt.com/reporte/septimo-informe-de-violencia-politica-en-mexico.html


� https://adnpolitico.com/mexico/2018/08/29/proceso-electoral-2018-el-mas-violento-de-la-historia-observatorio-ciudadano
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